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 MEMORIA SOBRE ORGANIZACIÓN

Estructura organizativa básica de la entidad

El Consejo Superior de Deportes es un Organismo autónomo que 
ejerce las competencias de la Administración General del Estado en el 
ámbito del deporte y que está adscrito al Ministerio de Educación y Cien-
cia.

El Consejo Superior de Deportes tiene personalidad jurídica propia y 
capacidad de obrar y se rige, para el cumplimiento de sus fines y funcio-
nes, por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico y del 
Procedimiento Administrativo Común; por la Ley 6/1997, de 14 de abril de 
Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado; 
por la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria; por las 
restantes disposiciones aplicables con carácter general a los organismos 
públicos de la Administración General del Estado; y por la normativa 
sectorial específicamente aplicable al deporte entre la que cabe desta-
car:

La Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte.
El Real Decreto 1242/1992, de 16 de octubre, modificado por el RD 

1970/1999, de 13 de enero, por el que se regula la composición y funciona-
miento de la Comisión Directiva del Organismo.

El Real Decreto 2195/2004,de 25 de noviembre, por el que se regula la 
estructura orgánica y funciones del Consejo Superior de Deportes.

La Orden ECI/87/2005, de 14 de enero, de delegación de competencias 
del Ministerio de Educación y Ciencia.

Los órganos rectores del Consejo Superior de Deportes son el Presi-
dente y la Comisión Directiva:

1. El Presidente tiene rango de Secretario de Estado, es nombrado y 
separado por el Consejo de Ministros, ostenta la máxima representación 
y dirección del Organismo. Dependen directamente del Presidente la 
Dirección General de Deportes; la Dirección General de Infraestructuras 
Deportivas; un Gabinete que actúa como órgano de apoyo y asistencia 
inmediata al Presidente; la Subdirección General de Inspección, la Subdi-
rección General de Grandes Acontecimientos Deportivos Internacionales 
y la Oficina de Prensa.

2. La Comisión Directiva está integrada por representantes de la 
Administración General del Estado, de las Comunidades Autónomas, de 
las Entidades Locales, de las Federaciones deportivas españolas, así 
como por otras personas de reconocido prestigio en el mundo del 
deporte, designadas por el Presidente del Consejo Superior de Deportes.

Organización contable

Según determina el art.7.1 c) del RD 2195/2004 una de la funciones de 
la Dirección General de Infraestructuras Deportivas es la gestión econó-
mica y financiera del organismo, su contabilidad y tesorería. La ejecución 
de estas funciones anteriormente enumeradas corresponderá (art 1.2 a) 
RD) a la Subdirección General de Infraestructuras Deportivas y Adminis-
tración Económica.

Asimismo, en cuanto a la organización contable de la entidad, la Orden 
ECI/87/2005, de 14 de enero, de Delegación de competencias del Ministe-
rio de Educación y Ciencia, establece que se aprueba la delegación por el 
Presidente del Consejo Superior de Deportes en la Directora General de 
Infraestructuras Deportivas y en el Subdirector General de 
Infraestructuras Deportivas y Administración Económica, indistinta-
mente, de las competencias relativas al reconocimiento de las obligacio-
nes y a la ordenación de pagos del organismo.

Actividad de la entidad

Las competencias del Consejo Superior de Deportes están relaciona-
das en el art. 8 de la Ley 10/1990, y son, entre otras, las siguientes:

a) Autorizar y revocar de forma motivada la constitución y aprobar 
los estatutos y reglamentos de las Federaciones deportivas españolas.

b) Reconocer, a los efectos de esta Ley, la existencia de una modali-
dad deportiva.

c) Acordar, con las Federaciones deportivas españolas sus objetivos, 
programas deportivos, en especial los del deporte de alto nivel, presu-
puestos y estructuras orgánica y funcional de aquéllas, suscribiendo al 
efecto los correspondientes convenios. Tales convenios tendrán natura-
leza jurídico-administrativa.

d) Conceder las subvenciones económicas que procedan, a las Fede-
raciones deportivas y demás entidades y asociaciones deportivas, inspec-
cionando y comprobando la adecuación de las mismas al cumplimiento 
de los fines previstos en la presente Ley.

e) Calificar las competiciones oficiales de carácter profesional y 
ámbito estatal.

f) Promover e impulsar la investigación científica en materia depor-
tiva, de conformidad con los criterios establecidos en la Ley de fomento y 
coordinación general de la investigación científica y técnica.

g) Promover e impulsar medidas de prevención, control y represión 
del uso de sustancias prohibidas y métodos no reglamentarios, destina-
dos a aumentar artificialmente la capacidad física de los deportistas o a 
modificar los resultados de las competiciones.

h) Actuar en coordinación con las Comunidades Autónomas res-
pecto de actividad deportiva general, y cooperar con las mismas en el 
desarrollo d las competencias que tienen atribuidas en sus respectivos 
Estatutos.

i) Autorizar o denegar, previa conformidad del Ministerio de Asu tos 
Exteriores, la celebración en territorio español de competiciones deporti-
vas oficiales de carácter internacional, así como la participación de las 
selecciones españolas en las competiciones internacionales.

j) Coordinar con las Comunidades Autónomas la programación del 
deporte escolar y universitario, cuando tenga proyección nacional e inter-
nacional.

k) Elaborar y ejecutar, en colaboración con las Comunidades Autó-
nomas y, en su caso, con las entidades locales, los planes de construcción 
y mejora de instalaciones deportivas para el desarrollo del deporte de alta 
competición, así como actualizar, en el ámbito de sus competencias, la 
normativa técnica existente sobre este tipo de instalaciones.

l) Elaborar propuestas para el establecimiento de las enseñanzas 
mínimas de las titulaciones de técnicos deportivos especializados.

Asimismo le corresponde colaborar en el establecimiento de los pro-
gramas y planes de estudio relativos a dichas titulaciones, reconocer los 
centros autorizados para impartirlos, e inspeccionar el desarrollo de los 
programas de formación en aquellas Comunidades Autónomas que no 
hayan asumido competencias en materia de educación.

m) Autorizar los gastos plurianuales de las Federaciones deportivas 
españolas en los supuestos reglamentariamente previstos, determinar el 
destino del patrimonio neto de aquéllas en caso de disolución, controlar 
las subvenciones que les hubiera otorgado y autorizar el gravamen y ena-
jenación de sus bienes inmuebles, cuando éstos hayan sido financiados 
total o parcialmente con fondos públicos del Estado.

n) Actualizar permanentemente el censo de instalaciones deportivas 
en colaboración con las Comunidades Autónomas.

o) Autorizar la inscripción de las sociedades anónimas deportivas en 
el Registro de Asociaciones Deportivas, inscribir la adquisición y la enaje-
nación de participaciones significativas en su accionariado y autorizar la 
adquisición de sus valores en los términos señalados en el artículo 22.2.

p) Autorizar la inscripción de las Federaciones deportivas españolas 
en las correspondientes Federaciones deportivas de carácter internacio-
nal.

q) Colaborar en materia de medio ambiente y defensa de la natura-
leza con otros organismos públicos con competencias en ello y con las 
Federaciones, especialmente relacionadas con aquéllos.

r) Velar por la efectiva aplicación de esta Ley y demás normas que la 
desarrollen ejercitando al efecto las acciones que proceden así como 
cualquier otra facultad atribuida legal o reglamentariamente que persiga 
el cumplimiento de los fines y objetivos señalados en la presente norm 

 16721 RESOLUCIÓN de 13 de septiembre de 2006, de la Secreta-
ría de Estado de Universidades e Investigación, por la que 
se adjudica subvención para el fomento de la movilidad 
de estudiantes de universidades españolas en el marco de 
proyectos que hayan obtenido financiación del programa 
Leonardo da Vinci II de la Unión Europea en la convoca-
toria de 2006 (Proyecto FARO).

Por Resolución de 26 de junio de 2006, de la Secretaría de Estado de 
Universidades e Investigación («BOE» de 1 de agosto), se hizo pública la 
convocatoria de una subvención para el fomento de la movilidad de estu-
diantes de universidades españolas en el marco de proyectos que hayan 
obtenido financiación del Programa Leonardo da Vinci II de la Unión 
Europea en la convocatoria de 2006 (Proyecto FARO).

De conformidad con la propuesta efectuada por la Comisión de Selec-
ción, a la que se refiere el apartado 6 de la Resolución de convocatoria, he 
resuelto:

Primero.–Conceder la subvención a la Fundación General de la Univer-
sidad de Valladolid, CIF G-47382056, entidad beneficiaria del proyecto 
financiado por la convocatoria 2006 del Programa Leonardo da Vinci II de 
la Unión Europea titulado «Becas de capacitación profesional de estudian-
tes universitarios en Europa», para la realización del Proyecto FARO.

Segundo.–La cuantía de la subvención es de 2.521.000,00 euros, distri-
buidos en dos anualidades, 1.008.400,00 euros (40 por 100, con cargo al 
ejercicio 2006) y 1.512.600,00 euros (60 por 100, con cargo al ejercicio 2007), 
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de la aplicación presupuestaria 18.07.463A.781 del Presupuesto de gasto 
del Ministerio de Educación y Ciencia.

Tercero.–La vigencia del proyecto será de dos años, contados a partir 
de la fecha de la publicación de la presente Resolución en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Cuarto.–El beneficiario está obligado a cumplir el programa y actua-
ciones contenidos en el proyecto presentado y demás normas que sobre 
justificación y seguimiento se mencionan en la Resolución de convoca-
toria.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, cabe 
interponer en el plazo de un mes recurso potestativo de reposición, al 
amparo de los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
modificada por la Ley 4/1999 de 13 de enero. Asimismo, podrá interponerse 
recurso ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia 
Nacional, conforme a lo establecido en el artículo 11.1 de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, 
y artículo 66 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, en 
la redacción dada por la Ley Orgánica 6/1998, de 13 de julio, en el plazo de 
dos meses a contar desde el día siguiente a la fecha de la notificación, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la citada Ley 29/1998. Dicho 
recurso no podrá ser interpuesto hasta que el anterior recurso potestativo 
de reposición, en el supuesto de haberse presentado, sea resuelto expresa-
mente o se haya producido la desestimación presunta.

Madrid, 13 de septiembre de 2006.–El Secretario de Estado de Univer-
sidades e Investigación, P. D. (Orden ECI/1898/2006, de 5 de junio), el 
Director General de Universidades, Javier Vidal García. 

MINISTERIO DE INDUSTRIA, 
TURISMO Y COMERCIO

 16722 RESOLUCIÓN de 3 de agosto de 2006, del Instituto para la 
Reestructuración de la Minería del Carbón y Desarrollo 
Alternativo de las Comarcas Mineras, por la que se convo-
can las ayudas por costes laborales mediante bajas incen-
tivadas y las ayudas destinadas a compensar los costes 
derivados del cierre de unidades de producción de las 
empresas mineras de carbón, para el ejercicio 2006.

El artículo 7 del Reglamento (CE) n.º 1407/2002 del Consejo, de 23 de 
julio de 2002, sobre ayudas estatales a la industria del carbón, permite a 
los Estados miembros conceder ayudas a las empresas mineras del car-
bón a fin de atenuar las consecuencias sociales y regionales que se deri-
van de los procesos de cierre de sus unidades de producción. Son las 
denominadas ayudas a la cobertura de cargas excepcionales, cuya catego-
ría se define en el anexo de la norma.

En aplicación de ese Reglamento, la Orden ITC/2002/2006, de 15 de 
junio, establece las bases reguladoras de las ayudas por costes laborales 
mediante bajas incentivadas y de las ayudas destinadas a compensar los 
costes derivados del cierre de unidades de producción de empresas mine-
ras de carbón, para los ejercicios 2006-2012.

Dicha orden se ha adoptado, además, de conformidad con el nuevo 
plan estratégico «Plan Nacional de Reserva Estratégica de Carbón 2006-
2012 y Nuevo Modelo de Desarrollo Integral y Sostenible de las Comarcas 
Mineras», en el que se recoge expresamente ese compromiso de cubrir los 
costes que se produzcan o se hayan producido a causa de la racionaliza-
ción de la industria y que no estén relacionados con la producción 
corriente, contemplados en el anexo del Reglamento (CE) n.º 1407/2002 
del Consejo, de 23 de julio de 2002.

La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, que 
regula específicamente la concesión de subvenciones por parte del 
Estado, exige que el procedimiento para su concesión se inicie mediante 
convocatoria aprobada al efecto por el órgano competente. De acuerdo 
con lo previsto en la citada Orden ITC/2002/2006, de 15 de junio, el Presi-
dente del Instituto para la Reestructuración de la Minería del Carbón y 
Desarrollo Alternativo de las Comarcas Mineras, aprobará mediante reso-
lución, siempre que se considere conveniente, y en todo caso, en cada 
ejercicio presupuestario la correspondiente convocatoria.

A la vista de lo expuesto, se dicta para el ejercicio 2006 la siguiente 
resolución de convocatoria de las ayudas destinadas a compensar los 
costes derivados del cierre de unidades de producción de las empresas 

mineras de carbón, así como de las ayudas dirigidas a cubrir los costes 
laborales mediante bajas incentivadas que se encuentran asociadas a 
dichos cierres.

Primero. Objeto y finalidad.

1. La presente resolución tiene por objeto convocar para el ejercicio 
de 2006, las ayudas cuyas bases reguladoras son las establecidas en la 
Orden ITC/2002/2006, de 15 de junio, por la que se regulan las ayudas por 
costes laborales mediante bajas incentivadas y las ayudas destinadas a 
compensar los costes derivados del cierre de unidades de producción de 
empresas mineras de carbón, para los ejercicios 2006-2012 (BOE de 23 de 
junio de 2006).

2. Estas ayudas se concederán en régimen de concurrencia competi-
tiva, teniendo en cuenta lo previsto en el apartado segundo.2 de la Orden 
ITC/2002/2006, de 15 de junio.

3. Las ayudas que se convocan en virtud de esta resolución tienen 
como finalidad cubrir los costes asociados a los planes de reestructura-
ción y racionalización de la actividad de las empresas mineras, de acuerdo 
con lo establecido en el apartado cuarto de la Orden ITC/2002/2006, de 15 
de junio.

Segundo. Créditos presupuestarios.–Los créditos presupuestarios a 
los que se imputarán las ayudas que se otorguen son 20.101.423N.484 en el 
caso de las ayudas por costes laborales mediante bajas incentivadas y 
20.101.423N.474 en el supuesto de las ayudas destinadas a compensar los 
costes derivados del cierre de unidades de producción de empresas mine-
ras de carbón, ambos con cargo al ejercicio presupuestario 2006. A tal 
efecto, se ha realizado la aprobación del gasto prevista en el artículo 34.1 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, por un 
importe máximo de 3.480.000,00 euros con cargo al concepto 
20.101.423N.484 y de 8.500.000,00 euros con cargo al concepto 
20.101.423N.474.

Tercero. Condiciones y requisitos.–Las condiciones y requisitos 
para obtener estas ayudas, así como la forma de acreditarlos, son los 
establecidos en la Orden ITC/2002/2006, de 15 de junio.

Cuarto. Plazo de presentación de solicitudes.

1. El plazo de presentación de las solicitudes y de la documentación 
aneja, a que se refieren los apartados octavo y duodécimo de la Orden 
ITC/2002/2006, de 15 de junio, será de un mes contado a partir de la fecha 
de la publicación de esta convocatoria en el Boletín Oficial del Estado.

2. Si la solicitud o la documentación aportada no reúne los requisitos 
exigidos, se requerirá al interesado para que, en el plazo de diez días hábi-
les desde el siguiente al de la recepción del requerimiento, subsane la 
falta o acompañe los documentos preceptivos, con advertencia que de si 
no lo hiciese se le tendrá por desistido de la solicitud, previa resolución 
dictada en los términos previstos en el artículo 71 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común.

Quinto. Órganos competentes para la instrucción y resolución del 
expediente.

1. La competencia para la instrucción del procedimiento corres-
ponde al Instituto para la Reestructuración de la Minería del Carbón y 
Desarrollo Alternativo de las Comarcas Mineras, y para su resolución al 
Presidente del referido organismo.

2. En la instrucción del procedimiento para la concesión de las ayu-
das por costes laborales mediante bajas incentivadas, el Instituto para la 
Reestructuración de la Minería del Carbón y Desarrollo Alternativo de las 
Comarcas Mineras remitirá las solicitudes, junto con el resto del expe-
diente y su propio informe, a la Comisión interministerial para la reorde-
nación del sector minero, prevista en el apartado noveno de la Orden 
ITC/2002/2006, de 15 de junio, que las evaluará y elevará la propuesta de 
resolución provisional que proceda.

3. En la instrucción del procedimiento para la concesión de las 
ayudas destinadas a compensar los costes derivados del cierre de 
unidades de producción de empresas mineras de carbón, se consti-
tuirá el Comité de Evaluación regulado en el apartado decimotercero 
de la orden, que emitirá un informe preceptivo para la propuesta de 
resolución de las ayudas solicitadas, con la cuantificación del 
importe máximo que puede aprobarse. Dicho informe será remitido a 
la Comisión interministerial para la reordenación del sector minero, 
que elevará una propuesta de resolución provisional debidamente 
motivada.

Sexto. Criterios de valoración de las solicitudes.–No procede la 
valoración relativa de las ayudas, por lo que se actuará de conformidad 
con lo señalado en el apartado segundo.2 de la Orden ITC/2002/2006, de 
15 de junio. La cuantificación se realizará de acuerdo con los criterios 
contenidos en los apartados séptimo y decimocuarto de la referida orden, 
según corresponda.


